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Vo. Bo.
México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día 

V I S T O S; y,

R E S U L T A N D O:
Cotejó:

PRIMERO. Presentación de escrito inicial, normas impugnadas y autoridades. Por escritos presentados en las fechas y por los partidos políticos precisados a continuación, se promovieron las siguientes acciones de inconstitucionalidad en contra del Decreto número 199 de reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, así como del Decreto número 202 de reformas a la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, ambos publicados el treinta de junio de dos mil catorce en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo, señalando como autoridades emisora y promulgadora de las normas al Congreso y al Gobernador de esa entidad federativa: 

	Acción de inconstitucionalidad
	Fecha y lugar de presentación
	Promovente
	Normas impugnadas



	72/2014


	Treinta de julio de dos mil catorce en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
	Partido de la Revolución Democrática, por conducto de José de Jesús Zambrano Grijalva, en su carácter de Presidente.
	Omisión parcial de no regular la reelección de legisladores y ayuntamientos, tanto en la Constitución Local como en la Ley Electoral local.


	78/2014
	Treinta de julio de dos mil catorce en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
	Partido Acción Nacional, por conducto de Gustavo Enrique Madero Muñoz, en su carácter de Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido.

	Artículos 38 y 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo.


SEGUNDO. Preceptos constitucionales que se estiman vulnerados. Los artículos 1; 14; 16; 40; 41; párrafo primero y fracción II, inciso a); 105, fracción II, párrafo cuarto; 115; párrafo primero; 116, párrafo segundo y fracción IV; 124; y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
TERCERO. Conceptos de invalidez. Los promoventes hicieron valer los conceptos de invalidez que a continuación se sintetizan:
I. En la acción de inconstitucionalidad 72/2014, el Partido de la Revolución Democrática señala como norma general reclamada: “la omisión parcial por parte del Congreso del Estado de Hidalgo y del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo de no regular en su legislación la reelección de legisladores y ayuntamientos como lo mandata la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos”. Manifestando lo siguiente:

1)  El nueve de agosto de dos mil doce se llevó a cabo una reforma constitucional en la que se otorgó a las legislaturas de las entidades federativas un plazo de año para realizar las adecuaciones necesarias a sus legislaciones secundarias; el veintisiete de diciembre del mismo año se llevó a cabo otra reforma constitucional en materia de candidaturas independientes; el diez de febrero de dos mil catorce se llevó a cabo la reforma constitucional en materia político-electoral estableciendo un mandato para que el Congreso de la Unión expidiera las normas respectivas, el cual se cumplió el veintitrés de mayo del año en curso, al expedirse las leyes generales respectivas. 

El artículo tercero transitorio del decreto por el cual se expidió la Ley General de Partidos Políticos ordenó a los congresos locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal que adecuaran el marco jurídico-electoral a más tardar el treinta de junio de dos mil catorce.


En este contexto, los Decretos impugnados (números 199 y 202) son inconstitucionales por limitar las adecuaciones en materia jurídico-electoral al tema relativo a los partidos políticos. Así, el nueve de agosto de dos mil trece, el Estado de Hidalgo incumplió el plazo constitucional de un año para adecuar su legislación, particularmente, en relación con las “cartas ciudadanas” que en materia electoral implica a las candidaturas independientes.

Asimismo, el treinta de junio de dos mil catorce se incumplió el plazo de un año para la adecuación del marco jurídico-electoral de dicha entidad federativa, respecto de las bases constitucionales establecidas en el Decreto de reformas constitucionales de diez de febrero de dos mil catorce, pues las autoridades responsables indebidamente estimaron que sólo los constreñía a realizar adecuaciones a su marco jurídico-electoral en el tema de partidos políticos, cuando el artículo tercero transitorio del decreto constitucional mencionado se refiere a la adecuación del marco jurídico electoral en general.
De igual forma, la omisión parcial de establecer por lo menos una elección coincidente con la federal, en términos de lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso n) de la Constitución General, provoca que el Estado de Hidalgo se encuentre casi de manera permanente en proceso electoral, ya sea local o federal.

2) El artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo es inconstitucional, en lo que se refiere a la determinación del financiamiento público, pues se conserva el esquema anterior, el cual no guarda conformidad con las nuevas bases constitucionales, pues se opone al artículo 41, fracción II, inciso a) de la Constitución General y vulnera el principio de supremacía constitucional. 

Lo anterior, porque dentro de las bases constitucionales establecidas mediante el Decreto de reformas constitucionales de diez de febrero de dos mil catorce, se encuentra la relativa a los elementos para la determinación del financiamiento público para los partidos políticos –el número de ciudadanos inscritos en el padrón electoral y el 65% (sesenta y cinco por ciento) del salario mínimo vigente–; sin embargo, en la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, se establece un esquema diferente, lo que resulta una determinante afectación al derecho de los partidos políticos para que reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales.
Asimismo, la falta de adecuación de dicho precepto vulnera la supremacía constitucional, pues el legislador ordinario tenía la obligación de armonizar las leyes locales a las bases constitucionales y dejar expresados en la legislación electoral local, los conceptos y fórmula sobre asignación de financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias y para la obtención del voto, dejando establecido que se multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo vigente en el Estado, lo cual resulta contrario al mandato que establece la Constitución General.
Cabe mencionar que la declaración de invalidez del precepto impugnado, puede ser suplida por la aplicación directa del artículo 51, párrafo 1, inciso a), fracción I de la Ley General de Partidos Políticos.

II. En la acción de inconstitucionalidad 78/2014, el Partido Acción Nacional, señaló:
1) El artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo es inconstitucional porque genera incertidumbre jurídica y contradice el artículo 21 del mismo ordenamiento, así como el artículo 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos.
Lo anterior, porque tanto el artículo 21 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo como el 3, numeral 4 de la Ley General mencionada, señalan que cada partido político determinará y hará públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las candidaturas a diputados locales; y, el precepto impugnado establece que de la totalidad de solicitudes de registro presentadas por los partidos políticos o las coaliciones, en ningún caso puedan incluir más del 70% (setenta por ciento) de candidatos propietarios de un mismo género.

2) El artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo es contrario a la legislación federal en materia electoral, pues la determinación del financiamiento público se mantiene intacto, estableciendo un sistema de porcentajes para la asignación, lo cual es contrario al proceso de armonización en materia de financiamiento.

El artículo segundo transitorio, fracción I, inciso g) de la Constitución General establece la obligación de emitir una Ley General de Partidos que prescribió un sistema general de fiscalización de los recursos de los partidos políticos nacionales y locales que se materializó en la Ley General de Partidos Políticos.

El artículo 51, numeral 1, inciso a) de esa ley general establece una fórmula específica para la determinación del financiamiento de los partidos políticos nacionales y locales, señalando que debe tomarse como parámetro la “multiplicación del número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo vigente para el Distrito Federal, para los partidos políticos nacionales, o el salario mínimo de la región en la cual se encuentre la entidad federativa, para el caso de los partidos políticos locales”; lo cual es soslayado por la legislación local.

Comparando el artículo 51, numeral 1, inciso a) de la Ley General de Partidos Políticos con el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, se advierte que el sistema de porcentajes para la asignación de financiamiento a los partidos políticos soslaya e inobserva la existencia de la norma precisada de la Ley General de Partidos Políticos, la cual responde a la exigencia constitucional establecida en el artículo segundo transitorio, fracción I, inciso g) de la Constitución General.

En ese sentido, aunque la Ley General mencionada establece que los institutos políticos tienen derecho a acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en términos del artículo 41 constitucional, de la propia ley y de las demás leyes federales y locales, ello no significa que el legislador local establezca un porcentaje distinto al previsto en el artículo 51, numeral 1, inciso a) de la Ley General referida, pues el artículo 1º de dicha legislación, establece que dicha normatividad es de observancia general.

De tal forma, el porcentaje del sesenta y cinco por ciento (65%) del salario mínimo vigente previsto en la fórmula del financiamiento público local establecido en el artículo 51, numeral I, inciso a) de la Ley General de Partidos Políticos, resulta indisponible; máxime que de la lectura de dicho precepto se desprende que tiene una aplicación indistinta a nivel federal y a nivel local, con el único matiz de que el valor que se asigne al salario mínimo variará por la región en que se encuentre.

CUARTO. Admisiones y trámite. Mediante proveído de treinta y uno de julio de dos mil catorce, el Ministro José Fernando Franco González Salas, integrante de la Comisión de Receso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 72/2014, promovida por el Partido de la Revolución Democrática; admitió a trámite la demanda respectiva; ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Hidalgo; solicitó al Consejero Presidente del Instituto Electoral del Estado de Hidalgo que informara sobre la fecha de inicio del proceso electoral respectivo; y, solicitó a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y al Procurador General de la República sus opiniones.

Mediante diverso acuerdo de la misma fecha, el Ministro integrante de la Comisión de Receso ordenó registrar y formar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 78/2014, promovida por el Partido Acción Nacional y decretó su acumulación con la diversa acción de inconstitucionalidad 72/2014. Asimismo,  admitió a trámite la demanda; ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Hidalgo; solicitó al Consejero Presidente del Instituto Electoral del Estado de Hidalgo que informara sobre la fecha de inicio del próximo proceso electoral en la entidad; y, solicitó sus opiniones al Procurador General de la República y a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Por último, mediante acuerdo de cuatro de agosto del año en curso, el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó turnar el expediente de asuntos acumulados al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
QUINTO. Informe sobre el inicio del proceso electoral. El Consejero Presidente del Instituto Electoral del Estado de Hidalgo informó que el próximo proceso electoral iniciará a más tardar el quince de enero de dos mil dieciséis, en términos de lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo
.
SEXTO. Informes de las autoridades emisora y promulgadora de las normas impugnadas. 

I. El Poder Legislativo del Estado de Hidalgo, por conducto del Presidente de la Directiva de la Diputación Permanente del Congreso del Estado de Hidalgo, manifestó lo siguiente:
1) El Congreso Local y el titular del Poder Ejecutivo Local emitieron y sancionaron los decretos impugnados, cumpliendo en tiempo y forma con la obligación legal de armonizar la legislación local a las reformas realizadas a nivel federal, en particular, con sujeción a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio de la Ley General de Partidos Políticos. 
2) En relación con la omisión de legislar en materia de candidaturas independientes, aunque el Congreso Local no legisló sobre ese rubro en los decretos impugnados, lo cierto es que sí lo hizo en el diverso Decreto número 204, publicado el veintiocho de julio del año en curso, en el periódico oficial de la entidad. 

3) En relación con la omisión de establecer de manera coincidente la fecha de las elecciones federales y locales, debe tenerse en cuenta que el Estado de Hidalgo tendrá elecciones locales en el año de dos mil dieciséis, por lo que cuenta con tiempo suficiente para realizar las reformas respectivas.
4) El esquema de financiamiento público previsto en el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo salvaguarda el principio de equidad en el financiamiento público de los partidos políticos y fue emitido atendiendo a la autonomía conferida al Poder Legislativo local en el artículo 52, párrafo segundo de la Ley General de Partidos Políticos, que faculta a las Legislaturas Locales para determinar las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos en sus respectivas legislaciones.


Además, es imprescindible adaptar gradualmente el derecho a las nuevas exigencias sociales, culturales, políticas y económicas, motivo por el cual, el Estado de Hidalgo establece las reglas por las cuales los partidos políticos pueden acceder al financiamiento público, garantizando con ello que lo reciban de manera equitativa, para sus actividades ordinarias, permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales, tal como lo establece el artículo 116 constitucional.


5) El artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo no resulta inconstitucional porque si bien el artículo 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos dispone que serán estos entes los que determinen y hagan públicos sus criterios para garantizar la paridad de género en las candidaturas a legisladores federales y locales, lo cierto es que en el Estado de Hidalgo, con el fin de fortalecer el cumplimiento de esa obligación, se establecen –en el precepto impugnado– criterios para asegurar las condiciones de paridad de género en las fórmulas a diputados locales, sin que ello implique una violación a las leyes federales. 
II. El Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo, por conducto de su propio titular, manifestó lo siguiente:

1) El accionante realiza una interpretación incorrecta del artículo primero transitorio de la Ley General de Partidos Políticos, argumentando que el término establecido en dicho precepto, obliga al Estado de Hidalgo a adecuar en su totalidad su marco jurídico electoral, cuando lo cierto es que dicho transitorio sólo obliga a la armonización en materia de partidos políticos. 


El Estado de Hidalgo cumplió con lo establecido en el tercero transitorio de la Ley General de Partidos Políticos, tal como se demuestra en la publicación del Decreto número 202 publicado en el periódico oficial del Estado de Hidalgo, el treinta de junio de dos mil catorce.


Por lo que se refiere a la omisión de legislar en lo relativo a las “cartas ciudadanas” que en materia electoral se refiere a las candidaturas independientes, se solicita el sobreseimiento, de conformidad con el artículo 20, fracción III de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 constitucional, ya que el veintiocho de julio de dos mil catorce fue publicado el Decreto número 204, por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Local, relativas a las candidaturas independientes, estableciendo que los ciudadanos del Estado podrán ser votados para todos los cargos de elección popular, así como en la renovación de los poderes ejecutivo y legislativo, al igual que en los ayuntamientos. 

En cuanto a la omisión parcial de no establecer por lo menos una elección coincidente con la elección federal, así como no contemplar la reelección de legisladores locales y de ayuntamientos, se estima que el Estado de Hidalgo tendrá elecciones locales en dos mil dieciséis, por lo que cuenta con el tiempo suficiente para realizar las adecuaciones a su marco jurídico electoral.


Además, los artículos transitorios décimo tercero y décimo cuarto de la reforma a la Constitución General de diez de febrero de dos mil catorce, establecen que no es aplicable la reelección para los diputados locales y ayuntamientos que se encuentren en funciones a la entrada en vigor de la presente reforma; más aún, la reelección de ayuntamientos sólo aplica a estados en los cuales el periodo de aquellos sea de tres años, lo que no sucede en el Estado de Hidalgo, en dónde los ayuntamientos duran en el cargo cuatro años.

2) El artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo contempla las reglas vigentes por las cuales los partidos políticos pueden acceder al financiamiento público, garantizando con ello que lo reciban de manera equitativa, para sus actividades ordinarias permanentes y las tendentes a la obtención del voto durante los procesos electorales, tal como lo mandata el artículo 116 constitucional, fracción IV, inciso g) de la Constitución General.


Aunque el artículo tercero transitorio de la Ley General de Partidos Políticos obligó al Congreso Local a adecuar su legislación electoral en materia de partidos políticos, no menos cierto es que el artículo 52, párrafo segundo de dicha ley general, faculta a las legislaturas locales a determinar las reglas para otorgar el financiamiento local de los partidos, es decir, las entidades federativas cuentan con libertad configurativa en dicha materia. 

3) Los artículos 38 y 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo son inexistentes porque el Decreto número 202 publicado el treinta de junio de dos mil catorce no contiene tales preceptos –ni modificación alguna a los mismos–, por lo que si tales normas no forman parte del decreto impugnado, no existe materia sobre la cual pronunciarse.

4) La acción de inconstitucionalidad es improcedente respecto de omisiones legislativas, por lo que en relación con el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, la vía no es la idónea. 


5) La confrontación que se realiza entre los artículos 21 y 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo no corresponde a un control de constitucionalidad, sino de legalidad que debe resolverse por los órganos jurisdiccionales federales o locales en el ámbito de sus respectivas competencias.
SÉPTIMO. Opiniones de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación opinó, en síntesis, lo siguiente:

1) No le asiste la razón al partido accionante en relación con las omisiones legislativas consistentes en: (i) la falta de regulación de la reelección de legisladores y ayuntamientos; (ii) la falta de que se establezca que una elección local coincida por lo menos con la elección federal; y, (iii) la falta de regulación de candidaturas independientes.
(i) Regulación de las reelecciones de diputados y ayuntamientos.
De acuerdo con la reforma constitucional en materia político electoral, los artículos 115, fracción I, párrafo segundo y 116, fracción II, párrafo segundo de la Constitución General fueron reformados con la finalidad de que las constituciones locales previeran: la elección consecutiva de los ayuntamientos, por un periodo adicional siempre y cuando el periodo de lo mandatado no sea superior a tres años; y, la elección consecutiva de los diputados locales hasta por cuatro periodos consecutivos. Tales preceptos entraron en vigor el once de febrero de dos mil catorce.
Bajo esas condiciones, los poderes del Estado de Hidalgo no están obligados a regular en el ámbito constitucional y legal de dicha entidad, la elección consecutiva de ayuntamientos, como sí lo están respecto a la elección consecutiva de los diputados locales hasta por cuatro periodos consecutivos, con la precisión en éste último caso, de que no existe un plazo constitucional específicamente definido para ello. 

Lo anterior, porque de acuerdo con el artículo 127 de la Constitución Local, el periodo de mandato de los ayuntamientos es de cuatro años, de manera que no existe el deber de regular la reelección de ayuntamientos hasta por un periodo adicional, pues ello contravendría la regla establecida en el artículo 115, fracción I, párrafo segundo de la Constitución General.
Ahora bien, aunque el Congreso Local no ha realizado la adecuación relativa a la reelección de los diputados, de conformidad con el artículo décimo tercero transitorio del decreto de reformas constitucionales de diez de febrero de dos mil catorce, ello no significa que le asista razón al accionante respecto de la omisión planteada, porque el próximo proceso electoral tendrá lugar en el año de dos mil dieciséis y, por tanto, los poderes locales no han incurrido en la omisión apuntada ya que deberán realizar todas las adecuaciones constitucionales y legales que resulten procedentes antes del inicio del próximo proceso comicial local. 
(ii) Coincidencia de una elección federal con la local. 

El artículo 116, fracción IV, inciso n) de la Constitución General que establece que las constituciones y leyes locales deben garantizar que se verifique al menos una elección local en la misma fecha en que tenga lugar alguna de las elecciones federales, inició su vigencia el veinticuatro de mayo de dos mil catorce, por lo que los poderes locales del Estado de Hidalgo sí están obligados a realizar la adecuación jurídica pertinente, a pesar de que no existe un plazo constitucional determinado para el cumplimiento de esa obligación. 
Aunque el Congreso Local no ha realizado las adecuaciones constitucionales y legales correspondientes, ello no implica que exista tal omisión ya que el próximo proceso electoral tendrá lugar en dos mil dieciséis, por lo que aun cuentan con tiempo para realizar las adecuaciones. 


(iii) Candidaturas independientes.
En este caso, la omisión aducida es parcialmente fundada, pues con base en la revisión del marco jurídico electoral del Estado de Hidalgo, se advierte que el Congreso Local sólo ha realizado la adecuación constitucional respecto al tema de candidaturas independientes, pero no la adecuación legal. 
2) En el tema relativo a la armonización del artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo a las nuevas bases constitucionales, el concepto de invalidez planteado por el accionante es fundado, pues el Congreso Local ha incumplido su deber de armonizar la normatividad electoral local en materia de financiamiento público que reciban los partidos para el desarrollo de sus actividades ordinarias, electorales y específicas, de acuerdo con las reglas de distribución y cálculo del mismo previstas en los artículos 41, fracción II, incisos a), b) y c); 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución General, en relación con lo establecido en los artículos 50 al 52 de la Ley General de Partidos Políticos.

En las disposiciones constitucionales y legales citadas se prevén los mecanismos para calcular el financiamiento público que los partidos políticos nacionales y locales tienen derecho a recibir, para el desarrollo de sus actividades ordinarias, electorales y específicas, así como reglas mínimas para su distribución, las cuales deben regir en las legislaciones locales, conforme a una interpretación armónica de lo previsto en los artículos 51 y 52 de la Ley General de Partidos Políticos. Por ello, tanto las bases para el cálculo del financiamiento como las reglas para su distribución previstas en la legislación local deben ser las contempladas en la ley general mencionada; y, en consecuencia, existía el deber de adecuar el marco jurídico local al federal a más tardar el treinta de junio de dos mil catorce, de conformidad con el artículo tercero transitorio del decreto de reformas constitucionales respectivo.
El precepto impugnado omitió señalar las bases para el cálculo del financiamiento público que recibirán los partidos políticos para el desarrollo de sus actividades ordinarias, pues sólo establece reglas para la distribución de dicho financiamiento de acuerdo a la fuerza electoral que tengan los partidos políticos. Asimismo, dicho numeral contiene mecanismos para calcular el financiamiento público por actividad electoral, distintos a los previstos en la Ley General de Partidos Políticos, por lo que se advierte que las reglas respectivas en el Estado de Hidalgo no se han armonizado con lo previsto en la Constitución General y en la Ley General de Partidos Políticos.

Por otra parte, con base en una interpretación armónica del artículo 116, fracción IV, inciso g) de la Constitución General con el numeral 51, inciso a), fracción I, de la Ley General de Partidos Políticos, se advierte que la base para el cálculo del financiamiento tanto de partidos políticos nacionales como locales, a partir de la cual las legislaturas de las entidades deberán regular los montos de financiamiento que reciban los partidos políticos locales y nacionales, es la que resulte de multiplicar el número total de ciudadanos inscritos en el padrón local, por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente en la región en la cual se encuentre la entidad federativa.

De acuerdo con lo anterior, el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo es contrario a las bases constitucionales y legales establecidas por el legislador para el otorgamiento de los montos de financiamiento, pues de la interpretación de los preceptos constitucionales y legales precisados, se advierte que la base para el otorgamiento del financiamiento ordinario permanente de los partidos políticos es la que deriva de la aplicación de la fórmula prevista en el artículo 51, inciso a), fracción I, de la Ley General de Partidos Políticos.

La legislación electoral local contempla todo un catálogo en el que se precisan diversos porcentajes para calcular el monto del financiamiento que recibirán los partidos políticos, mientras que la legislación general contempla expresamente el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo vigente en la región de que se trate. Por ese motivo, se considera que la legislatura local inobservó lo dispuesto en el artículo 51, inciso a) de la Ley General mencionada.

3) En lo relativo a la violación del principio de paridad de género aducida en relación con el artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, a pesar de que el accionante no contrasta la norma impugnada con alguna disposición de la Constitución General, sino que realiza el contraste con la ley electoral local y con la Ley General de Partidos Políticos, se advierte que se quiso reclamar la contravención de la norma impugnada al principio de paridad de género, previsto en el artículo 41 constitucional.

Asimismo, el artículo segundo transitorio de la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce previó el deber de establecer reglas para garantizar dicha paridad, lo que quedó previsto en el artículo 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos.
De acuerdo con lo anterior, si en la Ley Electoral del Estado de Hidalgo se establece que las solicitudes de registro que presenten los partidos políticos o las coaliciones, en ningún caso incluirán más del setenta por ciento de candidatos propietarios de un mismo género, dicha disposición no garantiza el principio de equidad en la participación política de hombres y mujeres, por lo que existe una violación a la Constitución General, pues el porcentaje aludido se aparta del principio de paridad en la medida en que uno de los géneros se encontraría evidentemente sobrerrepresentado. 

OCTAVO. Opinión de la Procuraduría General de la República. No formuló opinión en el presente asunto.

NOVENO. Cierre de instrucción. Recibidos los alegatos, por proveído de veintiséis de agosto de dos mil catorce, se cerró la instrucción de este asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver las presentes acciones de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, así como con el punto segundo, fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2013
, toda vez que diversos partidos políticos plantean la posible contradicción entre distintas normas de la Constitución Política y de la Ley Electoral, ambos del Estado de Hidalgo, con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
SEGUNDO. Oportunidad. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional
, dispone que el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del día siguiente al en que se haya publicado en el correspondiente medio oficial, la norma general o tratado internacional impugnados, considerando que en materia electoral todos los días son hábiles.

De la integridad de las demandas correspondientes, se advierte que en las acciones de inconstitucionalidad se impugnó lo siguiente:
a) Del Decreto número 199 que reforma los párrafos primero y segundo de la fracción I; cuarto, quinto y sexto de la fracción II del artículo 24; se deroga el párrafo sexto de la fracción III, del artículo 24 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo, publicado el treinta de junio de dos mil catorce en el periódico oficial de la entidad: las omisiones parciales consistentes en no regular la reelección de legisladores y ayuntamientos; no establecer la coincidencia de una elección federal con la local; y, no regular en el ámbito estatal lo relativo a las candidaturas independientes.
b) Del Decreto número 202 que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, publicado el treinta de junio de dos mil catorce en el periódico oficial de la entidad: los artículos 38 y 175, así como las omisiones precisadas en el inciso anterior.
Ambos decretos fueron publicados el treinta de junio de dos mil catorce en el periódico oficial de la entidad, por lo que el plazo de treinta días naturales transcurrió del primero al treinta de julio del año en curso. Por tanto, si los escritos en los que se impugnaron tales decretos fueron presentados el treinta de julio de dos mil catorce, se concluye que su presentación se realizó de manera oportuna.

TERCERO. Legitimación. Los artículos 105, fracción II, inciso f) de la Constitución General y 62, último párrafo de su ley reglamentaria
, disponen que los partidos políticos con registro pueden ejercer la acción de inconstitucionalidad, para lo cual es necesario: 

a) Que el partido político cuente con registro definitivo ante la autoridad electoral correspondiente.

b) Que promueva por conducto de su dirigencia (nacional o local según sea el caso).

c) Que quien suscriba a nombre y en representación del partido político cuente con facultades para ello.

d)
Que las normas sean de naturaleza electoral.

Enseguida se procede al análisis del cumplimiento de dichos requisitos:
1. Partido de la Revolución Democrática.
El Partido de la Revolución Democrática es un partido político nacional con registro ante el Instituto Nacional Electoral
, cuyo Presidente Nacional es José de Jesús Zambrano Grijalva, según consta en las certificaciones expedidas por el Secretario Ejecutivo
.

El artículo 104, inciso e) del Estatuto vigente del partido accionante
 establece que el titular de la Presidencia Nacional cuenta con facultades para representar legalmente al partido
.

De lo anterior se desprende que la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido de la Revolución Democrática fue hecha valer por parte legitimada para ello, toda vez que se trata de un partido político con registro acreditado ante las autoridades electorales correspondientes, la demanda presentada en su nombre fue suscrita por José de Jesús Zambrano Grijalva
, en su carácter de Presidente Nacional, quien cuenta con facultades para tal efecto en términos de los estatutos que lo rigen.

2. Partido Acción Nacional. 
El Partido Acción Nacional es un partido político nacional con registro ante el Instituto Nacional Electoral
, cuyo Presidente del Comité Ejecutivo Nacional es Gustavo Enrique Madero Muñoz, según consta en las certificaciones expedidas por el Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral
.

De conformidad con los artículos 43, numeral 1), inciso a) y 47, numeral 1), inciso a) de los Estatutos respectivos, la representación legal del partido se ejerce a través del Comité Ejecutivo Nacional por medio de su Presidente
.
De lo anterior se desprende que la acción de inconstitucionalidad fue hecha valer por parte legitimada para ello, toda vez que se trata de un partido político con registro acreditado ante las autoridades electorales correspondientes, la demanda presentada en su nombre fue suscrita por Gustavo Enrique Madero Muñoz
, en su carácter de Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido quien cuenta con facultades para tal efecto en términos de los estatutos que rigen dicho partido político.

Por último, se estima que los preceptos impugnados son de naturaleza electoral porque –conforme al criterio tradicional del Pleno– se trata de normas que rigen los procesos electorales y aspectos vinculados con tales procesos o que influyen en ellos
, a saber: a saber: la regulación de las candidaturas independientes; las fechas relativas a la celebración de la jornada electoral en la entidad; la regulación de la reelección de diputados locales y miembros de los ayuntamientos; la reglas relativas al financiamiento público local; y, por último, la concerniente al registro de candidaturas en lo relativo al cumplimiento del principio de paridad de género.
CUARTO. Causas de improcedencia. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio preferente, por lo que se procede al análisis de las casuales de improcedencia planteadas por las partes y/o las que se adviertan de oficio por este Alto Tribunal.

1. Omisión legislativa.
El Poder Ejecutivo Local aduce que la acción de inconstitucionalidad es improcedente respecto de la omisión legislativa consistente en la falta de armonización de las reglas relativas al financiamiento establecidas en el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo con la legislación general, pues de conformidad con el artículo 105, fracción II, de la Constitución General, este medio de control constitucional es improcedente respecto de omisiones legislativas.

Al respecto, si bien este Tribunal Pleno sostuvo que del artículo 105, fracción II de la Constitución General no se advertía que la acción de inconstitucionalidad pudiera proceder en contra de la omisión de ajustar los ordenamientos legales ordinarios a las prescripciones de la Constitución, sino que tal medio de control sólo procedía contra normas generales que hayan sido promulgadas y publicadas en el correspondiente medio oficial
. Una nueva reflexión ha conducido a este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a precisar dicho criterio, distinguiendo los diferentes tipos de omisiones en que puede incurrir un órgano legislativo
. 

Al respecto, ha señalado que los órganos legislativos cuentan con facultades de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio; y, que las omisiones pueden ser absolutas, cuando el órgano legislativo no ha ejercido su competencia de crear leyes, o relativas, cuando ejercen su competencia de manera parcial o simplemente no la ejercen integralmente impidiendo el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes. 

A partir de esas distinciones, los órganos legislativos pueden incurrir en cuatro tipos de omisiones: 1) absolutas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando existe la obligación o mandato de expedir una ley y el órgano legislativo no lo ha hecho; 2) relativas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o un mandato para hacerlo pero lo realiza de manera incompleta o deficiente; 3) absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que no hay ningún mandato u obligación que así se lo imponga; y 4) relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente.
Con base en lo anterior, este Tribunal Pleno ha sostenido que si bien la acción de inconstitucionalidad es improcedente en contra de una omisión legislativa, tal criterio no es aplicable cuando se trata de una omisión relativa o parcial en competencia de ejercicio obligatorio, resultado de una deficiente regulación de las normas respectivas
.

En ese sentido, la omisión legislativa respecto de la cual resulta procedente la acción de inconstitucionalidad surgirá cuando existe el deber por parte del órgano legislativo correspondiente de llevar a cabo cierta conducta –que en materia legislativa consiste en establecer un determinado contenido a una norma jurídica– y el órgano legislativo lo realiza de manera incompleta o deficiente, incumpliendo con dicha obligación.

En el caso, del concepto de invalidez respectivo se advierte que los partidos accionantes combaten una omisión legislativa parcial resultado de una deficiente regulación en la Ley Electoral Local, particularmente, en lo relativo a las reglas en materia de financiamiento público local, pues consideran que, al llevar a cabo las adecuaciones ordenadas tanto en la Constitución General como en las leyes generales respectivas, el Congreso Local lo hizo de manera deficiente, en tanto que omitió armonizar las reglas de financiamiento público local. 

Por tanto, la causal de improcedencia es infundada, pues contrario a lo señalado por el Poder Ejecutivo Local, la acción de inconstitucionalidad resulta procedente.

2. Inexistencia de la omisión de regular lo relativo a las candidaturas independientes, así como de las normas impugnadas.
El Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo señala que la omisión de legislar lo relativo a las “cartas ciudadanas” –que en materia electoral se refiere a las candidaturas independientes– es inexistente, dado que mediante diverso Decreto número 204 se llevaron las reformas respectivas en la Constitución Local, por lo que se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 20, fracción III de la Ley Reglamentaria de la materia.
Asimismo, el Poder Ejecutivo Local señala que la misma causal de sobreseimiento se actualiza respecto de los artículos 38 y 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, ya que tales normas no forman parte del Decreto número 202 que reformó esa legislación. 
El argumento relativo a la inexistencia de la omisión de regular las candidaturas independientes debe desestimarse, pues la determinación sobre la existencia o no de dicha omisión legislativa, implicaría necesariamente que este Tribunal Pleno se pronunciara sobre si el concepto de invalidez respectivo es fundado, lo que implica un pronunciamiento de fondo
.
Asimismo, debe desestimarse el argumento relativo a la inexistencia de los artículos 38 y 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo por el hecho de no aparecer en el Decreto impugnado, pues de la lectura integral de las demandas respectivas se advierte que los partidos accionantes impugnan tales preceptos precisamente por no haberse armonizado con el nuevo marco constitucional y legal en materia electoral. 
3. Falta de confrontación del artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo con un precepto constitucional.

El Poder Ejecutivo Local plantea que el partido accionante confronta el artículo 175 de la Ley Electoral Local con un precepto de la propia legislación local y no con un precepto constitucional, siendo que ello no corresponde a un control de constitucionalidad, sino a uno de legalidad.

Al respecto, se advierte que a pesar de que el partido accionante combate el artículo 175 de la Ley Electoral Local expresamente por estimar que genera incertidumbre jurídica al contravenir “las normas del mismo ordenamiento y las normas federales en la materia”, lo cierto es que –como se precisará en el considerando respectivo– el planteamiento relativo en realidad se trata de una omisión legislativa resultado de una regulación deficiente por parte del Congreso Local, al no adecuar la regla prevista en tal precepto al principio de paridad género previsto en los artículos 21 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo y 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos. Además, en la demanda se advierte que el partido accionante señaló el artículo 41 constitucional como precepto constitucional vulnerado.

En consecuencia, dicho argumento de improcedencia debe desestimarse.
QUINTO. Precisión de los temas abordados en este fallo. Los temas planteados por los partidos accionantes, cuyo estudio se abordará en los considerandos subsecuentes, son los que a continuación se enuncian:
	CONSIDERANDO, TEMA Y PARTIDO POLÍTICO PROMOVENTE


	NORMAS IMPUGNADAS

	6º Omisión de regular las candidaturas independientes. 
Concepto de invalidez: primero, PRD.


	Decreto número 199, por el cual se reforma la Constitución Local y Decreto número 202, por el cual se reforma le Ley Electoral del Estado de Hidalgo.


	7º Omisión de prever que una elección local coincida por lo menos con la elección federal.
Concepto de invalidez: primero, PRD.
	Decreto número 199, por el cual se reforma la Constitución Local y Decreto número 202, por el cual se reforma le Ley Electoral del Estado de Hidalgo.

	8º Omisión de regular la reelección de legisladores y ayuntamientos.
Concepto de invalidez: primero, PRD.
	Decreto número 199, por el cual se reforma la Constitución Local y Decreto número 202, por el cual se reforma le Ley Electoral del Estado de Hidalgo.


	9º Falta de armonización de las reglas de financiamiento público.
Conceptos de invalidez: segundo, PRD; y, segundo, PAN.


	Artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo.

	10º Paridad de género.
Concepto de invalidez: primero, PAN.


	Artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo.


SEXTO. Omisión de regular las candidaturas independientes.


El Partido de la Revolución Democrática señala que a partir del nueve de agosto de dos mil trece, el Congreso de Hidalgo incumplió el plazo constitucional para adecuar la legislación local incorporando las candidaturas independientes.


Para dar respuesta a dicho argumento, cabe señalar que las candidaturas independientes se introdujeron en la Constitución Federal mediante reforma constitucional al artículo 35, fracción II, publicada el nueve de agosto de dos mil doce, en la que se incorporó como prerrogativa de los ciudadanos mexicanos, el derecho de solicitar su registro ante la autoridad electoral correspondiente como candidato independiente, cumpliendo los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación
. 

A fin de hacer eficaz tal derecho, el artículo segundo transitorio del decreto de reformas respectivo estableció la obligación del Congreso de la Unión para expedir la legislación necesaria a fin de hacer cumplir lo dispuesto en dicho decreto, concediendo el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del mismo
. Asimismo, el artículo tercero transitorio del mismo decreto impuso la obligación respectiva para los Congresos Locales y para la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, concediendo el mismo plazo para realizar las adecuaciones en la legislación local
.


En estas condiciones, el plazo para armonizar las normas estatales con el texto constitucional transcurrió del diez de agosto de dos mil doce –día en que entró en vigor el decreto constitucional– al diez de agosto de dos mil trece, día en que venció el plazo de las entidades federativas para legislar sobre candidaturas independientes.

Sin embargo, del análisis de los Decretos impugnados de treinta de julio de dos mil catorce –que reforman tanto la Constitución Local y como la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, precisamente con el fin de cumplir con el mandato constitucional de adecuar la legislación local–, se advierte que en ellos no se realizó ninguna modificación que tuviera por objeto adecuar la legislación del Estado de Hidalgo en materia de candidaturas independientes.


No obstante, mediante diverso Decreto número 204 de veintiocho de julio de dos mil catorce, el Congreso del Estado de Hidalgo, entre otros, reformó los artículos 17 y 24 de la Constitución Local, previendo el derecho de los ciudadanos el solicitar su registro como candidato independiente. En lo que a este tema interesa, los preceptos señalan:

“Artículo 17. Son prerrogativas del ciudadano del Estado:

(…)

(REFORMADA, P.O. 28 DE JULIO DE 2014)

II. Ser votado para todos los cargos de elección popular, con las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;

(…)

(ADICIONADA, P.O. 28 DE JULIO DE 2014)

V. Ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, con las calidades que establezca la legislación.”

“Artículo 24. La soberanía del Estado, reside esencial y originariamente en el pueblo hidalguense, quien la ejerce por medio de los poderes constituidos en los términos de esta ley fundamental.

(REFORMADO, P.O. 28 DE JULIO DE 2014)

La renovación de los poderes legislativo y ejecutivo, al igual que la de los Ayuntamientos se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, en las que podrán participar los partidos políticos nacionales y estatales, por sí mismos o en coaliciones, así como los candidatos independientes.

(…)”

Como se advierte, la Constitución Local ya contempla expresamente el derecho del ciudadano hidalguense a solicitar su registro como candidato independiente atendiendo a los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación; sin embargo, la regulación es deficiente, pues la operatividad de dicha prerrogativa ciudadana está sujeta a que el Congreso de la entidad emita las normas que regulen los requisitos, condiciones y términos en que deberá ejercerse ese derecho; y, de un análisis a legislación electoral de la entidad, se desprende que ésta no ha sido modificada a fin de cumplir con ese objetivo. 


Por lo anterior, resulta fundada la omisión combatida, pues la obligación constitucional de las entidades para permitir la participación de candidatos independientes, implica necesariamente el desarrollo de las reglas que hagan operativa tal prerrogativa y no basta con su mera enunciación, remitiendo a requisitos legales inexistentes, pues ello hace nugatorio el derecho. 

SÉPTIMO. 
Omisión de prever que al menos una elección local coincida con la elección federal.


El Partido de la Revolución Democrática aduce que existe una omisión parcial al no establecer al menos una elección local que coincida con la elección federal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso n) de la Constitución General, lo que provoca que el Estado de Hidalgo se encuentre casi de manera permanente en proceso electoral, ya sea local o federal. 

Al resolver las acciones de inconstitucionalidad 35/2014 y sus acumuladas 74/2014, 76/2014 y 83/2014
, este Tribunal Pleno se pronunció respecto del marco constitucional relativo a las fechas de celebración de las jornadas electorales en las entidades federativas, señalando que éste se rige por lo dispuesto en los artículos 116, fracción IV, incisos a) y n), así como segundo transitorio, fracción II, inciso a), de la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce
, conforme a los cuales:

- La jornada comicial para la elección de gobernadores, miembros de las legislaturas locales, e integrantes de los ayuntamientos debe tener lugar el primer domingo de junio del año que corresponda. 

- Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por dicha regla.

- Al menos una elección local debe celebrarse en la misma fecha en que tenga lugar alguna de las elecciones federales.
- La ley general que regule los procedimientos electorales debe contemplar la celebración de elecciones federales y locales el primer domingo de junio del año que corresponda, en los términos de la propia Constitución, a partir del dos mil quince, salvo aquellas que se verifiquen en dos mil dieciocho, las cuales se llevarán a cabo el primer domingo de julio.

En relación con lo anterior, los artículos 25, párrafo 1, noveno y décimo primero transitorios de la Ley General de Instituciones y Procedimiento Electorales
 prevén:

-Que las elecciones locales ordinarias en las que se elijan gobernadores, miembros de las legislaturas locales, integrantes de los Ayuntamientos en los estados de la República, así como Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y titulares de los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, se celebrarán el primer domingo de junio del año que corresponda. 

-Los procesos electorales ordinarios federales y locales correspondientes a las elecciones respectivas que tendrán lugar el primer domingo de junio del año dos mil quince iniciarán en la primera semana del mes de octubre del año dos mil catorce. Para tal efecto el Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprobará los ajustes necesarios a los plazos establecidos en la presente Ley.

-Las elecciones ordinarias federales y locales a verificarse en dos mil dieciocho se llevarán a cabo el primer domingo de julio.

Debe precisarse que la obligación de que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de junio, así como su excepción, previstas en el artículo 116, fracción IV, inciso a), tiene como antecedente la reforma del trece de noviembre de dos mil siete en la que se estableció la misma obligación pero para el primer domingo de julio. La porción normativa correspondiente establecía: “y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de julio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por esta última disposición.” 

Así, con motivo de la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce se modificó la fecha para la celebración de las jornadas electorales, trasladándola al primer domingo de junio, y se dio un paso adicional en el sentido de la homologación, al señalarse en la fracción n) de la fracción IV del artículo 116, que al menos una de las elecciones locales debe verificarse en la misma fecha en que tenga lugar alguna de las elecciones federales, con lo que las legislaturas están obligadas a adecuar su normatividad electoral a fin de que al menos una de sus elecciones se celebre en el mismo año y fecha que alguna de las federales.


Así, a la luz del marco constitucional relativo a las fechas de celebración de las jornadas electorales en las entidades federativas, es posible advertir que las legislaturas locales están obligadas a: (i) establecer como fecha de la jornada electoral el primer domingo de junio del año que corresponda, salvo que las elecciones locales se lleven a cabo en el mismo año que las elecciones federales; y (ii) establecer que al menos una de sus elecciones se celebre en el mismo año y fecha que alguna de las federales.

En el Estado de Hidalgo, las elecciones de Diputados del Congreso Local, Gobernador del Estado y miembros de los Ayuntamientos se celebran en un año distinto al de los comicios federales –esto es, en dos mil dieciséis
–, por lo que al no haberse previsto un régimen transitorio por el cual al menos una de esas elecciones se celebren en el mismo año que las federales (dos mil quince, dos mil dieciocho, dos mil veintiuno, etcétera), se incumple el mandato constitucional referido, pues en la implementación del sistema debería lograrse que al menos una de las elecciones que se realizaran con la misma periodicidad que la elección federal, a la brevedad coincidan en la misma fecha. 

Por otro lado, del análisis de la legislación vigente en el Estado de Hidalgo, es decir, de los artículos 36, 61 y 127 de la Constitución Local y 17 de la Ley Electoral de la entidad, se advierte que la fecha que dicha entidad prevé para la celebración de los comicios locales para Gobernador, Diputados y miembros del Ayuntamiento es el primer domingo de julio del año que corresponda
, sin que en el caso opere la excepción del artículo 116, fracción IV, inciso a) de la Constitución General; y, en consecuencia, la Legislatura Local está obligada a establecer como fecha de la jornada electoral el primer domingo de junio del año que corresponda.
De ello se desprende que, tal como lo señala el partido accionante, la Legislatura Local no ha cumplido con la obligación consistente en prever que al menos una elección local coincida con la elección federal; y, aunque no fue impugnado por el promovente, también existe la omisión consistente en establecer como fecha de la jornada electoral de los comicios locales el primer domingo de junio del año que corresponda, a lo cual también se encontraba obligado el Congreso de Hidalgo.

Por tanto, la omisión consistente en establecer que al menos una elección local se celebre en la misma fecha en que tenga lugar alguna de las elecciones federales, es fundada; al igual que la advertida de oficio consistente en establecer el primer domingo de junio del año que corresponda como fecha de la jornada electoral en la entidad.


No desvirtúa la conclusión alcanzada la circunstancia de que aún falte mucho tiempo para el inicio del próximo proceso electoral, en tanto que la obligación de adecuación por parte de las entidades federativas surge a partir de que entra en vigor la norma constitucional, lo que ocurrió al día siguiente de su publicación, esto es el once de febrero de dos mil catorce.


OCTAVO. Omisión de regular la reelección de legisladores y ayuntamientos.


El Partido de la Revolución Democrática impugna la omisión parcial por parte del Congreso y del Ejecutivo del Estado de Hidalgo, de regular en su legislación la reelección de legisladores y ayuntamientos como lo ordena la Constitución General. 


En primer lugar, se advierte que se plantea una omisión legislativa relativa en competencia de ejercicio obligatorio en tanto que el Congreso Local llevó a cabo reformas a la Constitución y a la Ley Electoral de la entidad por existir el mandato constitucional consistente en adecuar la legislación local, por considerar que ello se hizo de manera incompleta al no prever la posibilidad de reelección tanto de diputados locales como de miembros de los ayuntamientos.

Al respecto, derivado de la reforma constitucional en materia político-electoral de diez de febrero de dos mil catorce, se estableció la obligación para que las Constituciones estatales deben regulen la elección consecutiva de los diputados a las Legislaturas de los Estados y de los miembros de los Ayuntamientos, en los términos que establece el artículo 116, fracción II, segundo párrafo y 115, fracción I, primer párrafo de la Constitución General
. 

En ese sentido, es importante tener en cuenta los razonamientos contenidos en el Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; Gobernación; Reforma del Estado, y Estudios Legislativos, Primera y Segunda, todas del Senado, dentro del proceso legislativo del que derivó la citada reforma.

En lo que interesa, se señaló que la reelección inmediata o elección consecutiva tenía ventajas como la de generar un vínculo más estrecho con los electores, favorecer la rendición de cuentas, fomentar las relaciones de confianza entre representantes y representados; profesionalizar la carrera de los legisladores; fortalecer el trabajo legislativo, y dar continuidad y consistencia a las funciones inherentes a las cámaras respectivas. Asimismo, se precisaron las características de la elección consecutiva de legisladores que, según se propuso, quedarían establecidas en el artículo 59 constitucional y tendrían la lógica siguiente:

- Los senadores podrían ser electos hasta por dos periodos consecutivos y los diputados hasta por cuatro para sumar, en ambos casos, doce años de ejercicio en su encargo, y

- El legislador que, en su oportunidad, buscara la reelección, tendría que hacerlo por la misma vía por la accedió al cargo, por lo que si fue postulado originalmente por un partido, no podía reelegirse a través de una candidatura independiente, o viceversa.

Por otro lado, dentro del dictamen en comento se indicó que las constituciones estatales podían establecer la elección consecutiva de los diputados locales, ajustándose al modelo federal, esto es, en términos de la propuesta del artículo 59 antes mencionado.

Finalmente, se estableció que en las entidades federativas que optaran por el régimen de referencia, éste sería aplicado a partir de la segunda Legislatura inmediata posterior a aquella en que se realizaran las modificaciones normativas atinentes, con la finalidad de evitar que quienes llevaren a cabo las reformas necesarias para implementar la reelección resultaran beneficiados con tal medida.

Así, en el artículo 116, fracción II, segundo párrafo, de la Ley Fundamental se determinó que las constituciones estatales debían prever la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los estados hasta por cuatro periodos consecutivos, en los siguientes términos:

“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

(…)

II. (…)

Las Constituciones estatales deberán establecer la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los Estados, hasta por cuatro periodos consecutivos. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. 

(…)”
Como se aprecia, existe una obligación por parte de las entidades federativas para que establezcan en sus Constituciones la reelección de los legisladores locales por cuatro periodos.
Sin embargo, la revisión del texto de la Constitución Política del Estado de Hidalgo arroja que no ha sido reformada para establecer la posibilidad de reelección de los diputados locales.  Por el contrario, el artículo 33 de la Constitución Local señala expresamente que los diputados al Congreso del Estado “no podrán ser reelectos” para la Legislatura o el periodo inmediato, respectivamente
.

En tales condiciones, es fundada la omisión legislativa hecha valer por el partido accionante en el sentido de que el Congreso Local no ha cumplido con el mandato constitucional que obliga a prever en las Constituciones estatales la posibilidad de reelección de los legisladores.

Al igual que se señaló en el considerando séptimo, la omisión no se desvirtúa por el hecho de que falte mucho tiempo para el inicio del próximo proceso electoral, en tanto que la obligación de adecuación por parte de las entidades federativas surge a partir de que entra en vigor la norma constitucional, lo que ocurrió al día siguiente de su publicación, esto es el once de febrero de dos mil catorce.

Por otra parte, en lo relativo a la reelección de los miembros de los ayuntamientos, cabe destacar que el artículo 115, fracción I, primer párrafo de la Constitución General prevé que las Constituciones locales deben establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un periodo adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años, en los siguientes términos:

“Artículo 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.

Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

(…)”.


Es decir, el artículo 115, fracción I, primer párrafo de la Constitución General también prevé la obligación para que las entidades federativas establezcan en sus constituciones la reelección de los miembros de los ayuntamientos, pero únicamente en el caso de que el periodo de los ayuntamientos no sea superior a tres años.

En el caso, del artículo 125 de la Constitución del Estado de Hidalgo se advierte que la norma que regula este aspecto establece que los presidentes municipales, síndicos y regidores de los ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, “no podrán ser reelectos” para el periodo inmediato
; sin embargo, el artículo 127 del mismo ordenamiento permite advertir que los ayuntamientos en la entidad federativa duran en su encargo cuatro años
.  En consecuencia, el Legislador del Estado de Hidalgo no está obligado por la disposición constitucional prevista en el artículo 115, fracción I, primer párrafo, ya que esta sólo rige para aquellos ayuntamientos cuyo periodo no sea superior a tres años, lo que en el caso no acontece.
De acuerdo con lo anterior, resulta infundada la omisión legislativa consistente en que no se ha regulado en las Constituciones estatales la posibilidad de reelección de los miembros de los ayuntamientos.

NOVENO. Falta de armonización de las reglas de financiamiento público.


El Partido de la Revolución Democrática señala que se omitió la adecuación del artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo al nuevo marco jurídico-electoral, pues conserva el esquema anterior en materia de financiamiento público.

Por su parte, el Partido Acción Nacional indica que el artículo 38 de la Ley Electoral de la entidad soslaya que el artículo 51, numeral 1, inciso a) de la Ley General de Partidos Políticos establece una fórmula específica para la determinación del financiamiento público de los partidos políticos nacionales y locales, en particular, el relativo al sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos, la cual es indisponible para el legislador local.

En relación con este último argumento, si bien los partidos promoventes aducen la invalidez del artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo solicitando incluso su expulsión del ordenamiento jurídico, es claro que el planteamiento en realidad se dirige a denunciar la omisión del Congreso del Estado de Hidalgo de adecuar la normatividad en materia de financiamiento público, prevista en dicho numeral, al nuevo marco constitucional y legal. 
En consecuencia, al referirse esencialmente al mismo planteamiento, los argumentos de ambos partidos se analizaran de manera conjunta.
En primer lugar, debe precisarse que se plantea una omisión legislativa relativa en competencia de ejercicio obligatorio en tanto que el Congreso Local llevó a cabo reformas a la Ley Electoral de la entidad por existir un mandato constitucional para hacerlo, pero los partidos accionantes consideran que lo realizó de manera incompleta al no adecuar las reglas relativas al financiamiento público local al nuevo marco constitucional en materia político-electoral.

Ahora bien, el artículo 41, fracción II, párrafo segundo, inciso a), de la Constitución General
 –que regula lo relativo al régimen electoral aplicable a las elecciones federales– en lo que interesa, establece que el financiamiento público para actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal.

Por su parte, el artículo 116, fracción IV, inciso g)
, de la propia Ley Suprema –que establece el régimen relativo a las elecciones locales– dispone que de conformidad con las bases establecidas en la propia Constitución General y en las leyes generales en la materia, la legislación estatal en la materia debe garantizar que los partidos políticos reciban, de manera equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los procesos electorales. 
De dicho precepto constitucional se desprende que la Constitución General garantiza que las legislaturas locales otorguen financiamiento público a los partidos políticos sin determinar criterios concretos para el cálculo del financiamiento público total que deberá distribuirse entre ellos, como tampoco la forma de distribución, cantidad o porcentaje que deba corresponder a cada uno de ellos.  

En estas condiciones, es claro que la propia Constitución General confiere libertad de configuración al legislador local para el establecimiento de las formas y mecanismos para el otorgamiento del financiamiento público local, con la única limitante de hacerlo de manera equitativa y de conformidad con las bases previstas en la Constitución y en las leyes generales.

Dicha facultad de las legislaturas locales se corrobora con el artículo 52 de la Ley General de Partidos Políticos
, el cual prevé que para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate; y, que las reglas para determinar el financiamiento público local que corresponderá a dichos partidos políticos nacionales serán fijadas por las legislaturas locales.
Así, al corresponder al legislador local la competencia para determinar las reglas relativas al financiamiento público local de conformidad con el artículo 116, fracción IV, inciso g) de la Constitución General, la determinación del monto que corresponderá por financiamiento público local a los partidos políticos, entre otros, por actividades generales, también queda comprendida dentro de la libre configuración del Legislador Local.
En ese sentido, si bien el artículo 38 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo relativo al financiamiento público no fue modificado mediante el Decreto impugnado ni tampoco mediante alguna reforma posterior, lo cierto es que no existe una obligación constitucional para la homologación en materia de financiamiento público a los partidos políticos a fin de replicar la fórmula establecida artículo 51, numeral 1, inciso a) de la Ley General de Partidos Políticos, por lo que la Legislatura Local cuenta con libertad de configuración al respecto; debiendo seguir los parámetros establecidos en el artículo 116, fracción IV, inciso g) constitucional consistente en que los partidos políticos reciban financiamiento de manera equitativa para sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los procesos electorales.
Por tanto, la omisión legislativa planteada respecto de la falta de armonización de las reglas de financiamiento público es infundada.

DÉCIMO.  Paridad de género.

El Partido Acción Nacional señala que el artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo genera incertidumbre jurídica y contradice el artículo 21 de la propia ley electoral local, así como el artículo 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos –que prevén la obligación de garantizar la paridad de género–, al prescribir que los partidos políticos y las coaliciones, en ningún caso podrán presentar solicitudes de registro que incluyan más del setenta por ciento de candidatos propietarios de un mismo género.  
En cuanto a tal planteamiento, debe precisarse que el accionante hace valer la inconstitucionalidad del artículo 175 argumentando que dicho precepto genera incertidumbre jurídica al contradecir el artículo 21 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo y el 3, numeral 4 de la Ley General de Partidos Políticos, sin embargo se advierte que la contradicción denunciada gira en torno a la falta de previsión en el artículo 175 de los criterios que garanticen efectivamente la paridad de género en las candidaturas, principio que se encuentra consagrado en el artículo 41, fracción I, párrafo segundo, de la Constitución General
 y si bien no fue señalado en el concepto de invalidez como contravenido, dicho numeral aunque no se especifica la fracción y el párrafo sí fue señalado como violado en el escrito de la acción. 
En relación con el alcance del principio de paridad de género, este Tribunal Pleno se pronunció al resolver las acciones de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014
; y, 35/2014 y sus acumuladas 74/2014, 76/2014 y 83/2014
.
Al respecto, se sostuvo que el segundo párrafo de la fracción I del artículo 41 constitucional establece un principio de igualdad sustantiva
 en materia electoral, un derecho humano que el legislador deberá tomar en cuenta al diseñar las reglas para la presentación de candidaturas tanto para legisladores federales como locales. 

Como un concepto previo a la paridad, se encuentra el de igualdad. La igualdad tiene dos aspectos, uno formal que implica la igualdad en la ley y ante la ley; y uno sustancial, que puede transformarse en una discriminación indirecta o de resultados.  Mientras la primera se refiere a las normas generales que deben garantizar la igualdad y a la posibilidad de revisar aquéllas que se consideren discriminatorias; la segunda, trata acerca de los impactos de la norma en la realidad. 

La igualdad sustancial se trata de un principio que implica un mandato de optimización a los poderes públicos para ser realizado en la medida de sus posibilidades
; es decir, se trata de una razón prima facie que puede ser desplazada por otras razones opuestas
. 

Sobre este tema, la Primera Sala de esta Suprema Corte, en un criterio que se comparte por este Pleno ha sostenido que el derecho a la igualdad sustantiva o de hecho radica en alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos humanos de todas las personas, lo que conlleva a que en algunos casos sea necesario remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales vulnerables gozar y ejercer tales derechos
. 
De los datos oficiales del Instituto Nacional de Geografía y Estadística
 se advierten condiciones de discriminación estructural que han afectado a la mujer en el ámbito político y público.  Un primer problema fue la falta de candidaturas femeninas; sin embargo, a partir de la implementación legal en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (ahora abrogado) de la obligación de garantizar la paridad en el registro de candidaturas
, el aumento en la postulación de mujeres no se ha traducido en el acceso efectivo a los puestos de representación
. 

De lo anterior se advierte que a pesar de que se ha cumplido con la premisa de paridad en la formulación de candidaturas, ello no se ha traducido en candidaturas efectivas. Es decir, la norma ha sido interpretada por los partidos de tal forma que aunque postulan más mujeres, ello no se convierte en la elección de más mujeres, de modo que las candidaturas no son efectivas, lo cual implica que se requieren acciones afirmativas que favorezcan la integración paritaria de los órganos de representación, es decir, que las candidaturas sean efectivas y no el cumplimiento de una mera formalidad.  

A esta demanda obedeció la incorporación de dicha obligación a nivel constitucional, lo que conlleva la necesidad de implementar acciones y diseñar fórmulas que generen condiciones que permitan el igual disfrute y ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, con los que se hagan efectivos los principios de igualdad previstos en el artículo 1º y 4º constitucionales.

De esta forma, el Estado está obligado a hacer efectiva la representación como una dimensión política de la justicia que hace posible la participación, en condiciones de igualdad, en la deliberación pública mediante la cual se define el marco de referencia de la justicia, y la forma en que los derechos serán garantizados y protegidos
.

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Castañeda Gutman vs Estados Unidos Mexicanos, afirmó que el párrafo 1 del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce a todos los ciudadanos el derecho de acceso en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país
. 

Para el debido cumplimiento de dicho mandato, es factible el establecimiento de acciones afirmativas, las cuales son medidas de carácter administrativo y/o legislativo que implican un tratamiento preferente a un cierto grupo o sector que se encuentra en desventaja o es discriminado, y que por su naturaleza deben ser de carácter temporal, hasta en tanto se repare la situación que se pretende corregir, pues una vez que se haya logrado el objetivo de igualdad, el trato diferenciado debe desaparecer. 

La Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres, en el artículo 5, fracción I, las define como el conjunto de medidas de carácter temporal correctivo, compensatorio y/o de promoción, encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres.

En este sentido, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
 (CEDAW por sus siglas en inglés) en el artículo 7 obliga a la adopción de medidas tendentes a eliminar la discriminación de la mujer en la vida política y pública del país, y garantizar en igualdad de condiciones con los hombres, ser elegibles para todos los organismos integrados mediante elecciones públicas
.

En la Recomendación General 23 elaborada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, por lo que hace a la toma de acciones afirmativas para lograr la participación de la mujer en la vida pública, ha señalado que: 

“15. (…) La eliminación oficial de barreras y la introducción de medidas especiales de carácter temporal para alentar la participación, en pie de igualdad, tanto de hombres como de mujeres en la vida pública de sus sociedades son condiciones previas indispensables de la verdadera igualdad en la vida política. No obstante, para superar siglos de dominación masculina en la vida pública, la mujer necesita también del estímulo y el apoyo de todos los sectores de la sociedad si desea alcanzar una participación plena y efectiva, y esa tarea deben dirigirla los Estados Partes en la Convención, así como los partidos políticos y los funcionarios públicos. Los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que las medidas especiales de carácter temporal se orienten claramente a apoyar el principio de igualdad y, por consiguiente, cumplan los principios constitucionales que garantizan la igualdad de todos los ciudadanos.”

De igual forma, dicho Comité al emitir la Recomendación General número 25 sobre el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención, en relación con la necesidad de la adopción de medidas temporales para lograr una igualdad sustantiva, señaló la exigencia de generar una estrategia que corrija la representación insuficiente de la mujer y una redistribución de los recursos y el poder entre el hombre y la mujer.  Esta igualdad se alcanzará cuando las mujeres disfruten de derechos en proporciones casi iguales que los hombres, en que tengan los mismos niveles de ingresos y que haya igualdad en la adopción de decisiones y en la influencia política
.

Este derecho constituye un mandato de optimización, por lo que en la medida en que no sea desplazado por una razón opuesta (otro principio rector en materia electoral, como lo serían el democrático o la efectividad del sufragio), el principio de paridad será la medida para garantizar la igualdad sustancial entre los géneros, tanto en las candidaturas como en la integración de los órganos de representación.

Cabe señalar que la implementación de estas medidas no puede ser arbitraria y que también se encuentran sujetas a un análisis de razonabilidad por parte de esta Suprema Corte.


Precisado el marco constitucional de referencia, procede analizar si existe la omisión legislativa planteada por el partido accionante.


El artículo 175 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, en la parte que el partido accionante considera que se actualiza la omisión legislativa por falta de adecuación al principio de paridad de género, dispone que:
“Artículo 175.- Las candidaturas para Diputados serán registradas por fórmulas y las de Ayuntamientos mediante planillas completas para todos los cargos; en ambos casos se integrarán con los propietarios y suplentes respectivos.

De la totalidad de las solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados como de las planillas que conforman los Ayuntamientos, que presenten los partidos políticos o las coaliciones, en ningún caso incluirán más del 70% de candidatos propietarios de un mismo género. En ambos casos las candidaturas, producto de la cuota de género, deberán integrarse por fórmulas de candidaturas propietarias y suplentes del mismo género.
(…)”

Dicho precepto establece una regla consistente en que las solicitudes de registro, tanto de Diputados locales como de Ayuntamientos, en ningún caso podrán incluir más del setenta por ciento (70%) de candidatos propietarios de un mismo género. 

De manera clara se advierte que este porcentaje está muy alejado de un sistema paritario ideal del cincuenta por ciento (50%) de representación de cada uno de los géneros, pues permite que más de dos terceras partes de los integrantes de los órganos de representación como son el Congreso y los ayuntamientos, pertenezcan al mismo género, lo que produce un sistema inequitativo, por lo que es evidente que el Estado no ha cumplido con su obligación de hacer efectiva la representación en condiciones de igualdad para hombres y mujeres. 
En consecuencia, la omisión legislativa estudiada es fundada.
DÉCIMO PRIMERO. Efectos. Como consecuencia de lo determinado en el presente fallo, el Congreso del Estado de Hidalgo deberá legislar a la brevedad para suplir las deficiencias legales apuntadas, las cuales deberán quedar subsanadas por lo menos noventa días antes de que inicie el próximo proceso electoral en la entidad federativa, mismo que en términos del informe presentado por el Instituto Electoral del Estado de Hidalgo iniciará a más tardar el quince de enero de dos mil dieciséis.  

Lo anterior, atendiendo al mandato constitucional previsto en el artículo 115, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución General que establece que las leyes en materia electoral deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan aplicarse, sin que puedan realizarse modificaciones legales fundamentales durante el mismo
.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Son procedentes y parcialmente fundadas la acción de inconstitucionalidad 72/2014 y su acumulada 78/2014.
SEGUNDO. Se declara fundada la acción de inconstitucionalidad en contra de las omisiones legislativas del Congreso del Estado de Hidalgo, consistentes en regular de manera deficiente las candidaturas independientes en la Ley Electoral del Estado de Hidalgo; en establecer que al menos una elección local coincida con la elección federal, tanto en la Constitución Política del Estado de Hidalgo como en la Ley Electoral del Estado de Hidalgo; en prever la reelección de diputados locales en la Constitución Política del Estado de Hidalgo; y, en adecuar la regla prevista en el artículo 175, segundo párrafo de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo al principio de paridad de género.
TERCERO. Se declara infundada la acción de inconstitucionalidad en contra de las omisiones legislativas del Congreso del Estado de Hidalgo consistentes en prever la reelección de miembros de los ayuntamientos en la Constitución Política del Estado de Hidalgo, así como la consistente en la falta de armonización de las reglas en materia de financiamiento público local.
Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
� Fojas 355 y 356.


� “Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 


(…)


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 


(…)


f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro;


(…)”


“Artículo 10.- La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 


(…)”


� “SEGUNDO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución:


(…)


II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea necesaria su intervención; 


(…)”


� “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.


�“Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


(…)


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


(…)


f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro;


(…)”


“Artículo 62.


(…)


(…)


En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento.”


� Foja 412.


� Foja 28.


� La copia certificada del estatuto vigente se encuentran en las fojas 359 a 411 del expediente.


� “Artículo 104. El titular de la Presidencia Nacional tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


(…)


e) Representar legalmente al Partido y designar apoderados de tal representación;


(…)”


�Foja 27.


� Foja 446.


� Foja 575.


� La copia certificada de los estatutos vigentes del Partido Acción Nacional se encuentran en las fojas 416 a 444. Los preceptos citados disponen lo siguiente:


“Artículo 43. 


1. Son facultades y deberes del Comité Ejecutivo Nacional:


a) Ejercer por medio de su Presidente o de la persona o personas que estime conveniente designar al efecto, la representación legal de Acción Nacional, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la República en materia Federal, en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y Ley Federal del Trabajo. En consecuencia, el Presidente gozará de todas las facultades generales y aun las que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y para suscribir títulos de crédito. Las disposiciones de tales ordenamientos legales se tienen aquí por reproducidas como si se insertaran a la letra, así como los relativos de la legislación electoral vigente;


(…)”


“Artículo 47


1. La o el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, lo será también de la Asamblea Nacional, del Consejo Nacional y la Comisión Permanente Nacional, con las siguientes atribuciones y deberes:


a) Representar a Acción Nacional en los términos y con las facultades a que se refiere el inciso a) del artículo 43 de estos Estatutos. Cuando el Presidente Nacional no se encuentre en territorio nacional, ejercerá la representación del Partido el Secretario General; 


(…)”


� Foja 89.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. MATERIA ELECTORAL PARA LOS EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO. En la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, se instituyó este tipo de vía constitucional en el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero se prohibió su procedencia en contra de leyes en materia electoral; con la reforma a dicho precepto fundamental publicada en el mismo medio de difusión el veintidós de agosto de mil novecientos noventa y seis, se admitió la procedencia de la acción en contra de este tipo de leyes. Con motivo de esta última reforma, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de dicha Constitución prevé reglas genéricas para la sustanciación del procedimiento de la acción de inconstitucionalidad y reglas específicas cuando se impugnan leyes electorales. De una interpretación armónica y sistemática, así como teleológica de los artículos 105, fracción II, y 116, fracción IV, en relación con el 35, fracciones I y II, 36, fracciones III, IV y V, 41, 51, 56, 60, 81, 115, fracciones I y II, y 122, tercer párrafo, e inciso c), base primera, fracciones I y V, inciso f), todos de la propia Constitución, se llega al convencimiento de que las normas generales electorales no sólo son las que establecen el régimen normativo de los procesos electorales propiamente dichos, sino también las que, aunque contenidas en ordenamientos distintos a una ley o código electoral sustantivo, regulan aspectos vinculados directa o indirectamente con dichos procesos o que deban influir en ellos de una manera o de otra, como por ejemplo, distritación o redistritación, creación de órganos administrativos para fines electorales, organización de las elecciones, financiamiento público, comunicación social de los partidos, límites de las erogaciones y montos máximos de aportaciones, delitos y faltas administrativas y sus sanciones. Por lo tanto esas normas pueden impugnarse a través de la acción de inconstitucionalidad y, por regla general, debe instruirse el procedimiento correspondiente y resolverse conforme a las disposiciones específicas que para tales asuntos prevé la ley reglamentaria de la materia, pues al no existir disposición expresa o antecedente constitucional o legal alguno que permita diferenciarlas por razón de su contenido o de la materia específica que regulan, no se justificaría la aplicación de las reglas genéricas para unas y las específicas para otras.” 


[J]; 9ª época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Abril de 1999; Tomo IX;  pág. 255; P./J. 25/99.


�“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISIÓN DEL CONGRESO LOCAL DE AJUSTAR LOS ORDENAMIENTOS LEGALES ORGÁNICOS Y SECUNDARIOS DE LA ENTIDAD A LAS DISPOSICIONES DE UN DECRETO POR EL QUE SE MODIFICÓ LA CONSTITUCIÓN ESTATAL. Del análisis gramatical y teleológico de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no se advierte la procedencia de la acción de inconstitucionalidad contra la omisión legislativa de ajustar los ordenamientos legales orgánicos y secundarios de una entidad federativa a las disposiciones de un Decreto por el que se modificó la Constitución Estatal, sino únicamente contra la posible contradicción entre la Constitución Federal y una norma general que haya sido promulgada y publicada en el medio oficial correspondiente, dado que a través de este mecanismo constitucional la Suprema Corte de Justicia de la Nación realiza un análisis abstracto de la constitucionalidad de la norma. Lo anterior se corrobora con la exposición de motivos de la iniciativa que dio origen a la reforma del citado precepto constitucional, de donde se advierte que la intención del Órgano Reformador de la Constitución Federal, al crear la acción de inconstitucionalidad, fue la de establecer una vía para que los entes legitimados, entre ellos los partidos políticos, pudieran plantear ante esta Suprema Corte la posible contradicción entre una norma general publicada en el medio oficial correspondiente y la Constitución Federal, características que no reviste la aludida omisión del Congreso Local, dado que no constituye una norma general y menos aún ha sido promulgada y publicada, por lo que resulta improcedente dicha vía constitucional.” [J]; Novena Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXI; Mayo de 2005; p. 781; P./J. 23/2005.


�“OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS. En atención al principio de división funcional de poderes, los órganos legislativos del Estado cuentan con facultades o competencias de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio, y en su desarrollo pueden incurrir en diversos tipos de omisiones. Por un lado, puede darse una omisión absoluta cuando aquéllos simplemente no han ejercido su competencia de crear leyes ni han externado normativamente voluntad alguna para hacerlo; por otro lado, puede presentarse una omisión relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera parcial o simplemente no la realizan integralmente, impidiendo el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes. Ahora bien, combinando ambos tipos de competencias o facultades -de ejercicio obligatorio y de ejercicio potestativo-, y de omisiones -absolutas y relativas, pueden presentarse las siguientes omisiones legislativas: a) Absolutas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo tiene la obligación o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho; b) Relativas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o un mandato para hacerlo, pero lo realiza de manera incompleta o deficiente; c) Absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que no hay ningún mandato u obligación que así se lo imponga; y, d) Relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente.” [J]; Novena Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII; Febrero de 2006; p. 1527; P./J. 11/2006. 


�“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI BIEN ES IMPROCEDENTE CONTRA UNA OMISIÓN ABSOLUTA EN LA EXPEDICIÓN DE UNA LEY, NO LO ES CUANDO AQUÉLLA SEA RESULTADO DE UNA DEFICIENTE REGULACIÓN DE LAS NORMAS RESPECTIVAS. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la acción de inconstitucionalidad es improcedente contra la omisión de los Congresos de los Estados de expedir una ley, por no constituir una norma general que, por lo mismo, no ha sido promulgada ni publicada, los cuales son presupuestos indispensables para la procedencia de la acción. Sin embargo, tal criterio no aplica cuando se trate de una omisión parcial resultado de una deficiente regulación de las normas respectivas.” [J]; 9ª época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXX; noviembre de 2009; p. 701; P./J. 5/2008.


�“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las causales de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una acción de inconstitucionalidad se hace valer una causal que involucra una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse y, de no operar otro motivo de improcedencia estudiar los conceptos de invalidez.” [J]; 9ª Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XIX; Junio de 2004; pág. 865; P. /J. 36/2004.


�“(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 9 DE AGOSTO DE 2012)


Artículo. 35.- Son derechos del ciudadano: 


(…)


II.- Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;


(…)”


�“ARTÍCULO SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación para hacer cumplir lo dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un año contando a partir de la entrada en vigor del mismo.” 


�“ARTÍCULO TERCERO. Los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal deberán realizar las adecuaciones necesarias a su legislación secundaria, derivadas del presente Decreto en un plazo no mayor a un año, contado a partir de su entrada en vigor.”


� Resuelta por en sesión de dos de octubre de dos mil catorce del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El considerando respectivo se aprobó por unanimidad de votos.


�“Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


(…)


IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:


(REFORMADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)


a) Las elecciones de los gobernadores, de los miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de junio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada federal, no estarán obligados por esta última disposición;


(…)


(ADICIONADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)


n) Se verifique, al menos, una elección local en la misma fecha en que tenga lugar alguna de las elecciones federales;


Transitorios.


SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar el 30 de abril de 2014. Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente:


(…)


II. La ley general que regule los procedimientos electorales:


a) La celebración de elecciones federales y locales el primer domingo de junio del año que corresponda, en los términos de esta Constitución, a partir del 2015, salvo aquellas que se verifiquen en 2018, las cuales se llevarán a cabo el primer domingo de julio;


(…)”


� “Artículo 25.


1. Las elecciones locales ordinarias en las que se elijan gobernadores, miembros de las legislaturas locales, integrantes de los Ayuntamientos en los estados de la República, así como Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y titulares de los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, se celebrarán el primer domingo de junio del año que corresponda. (…)”


“Transitorios


(…)


Noveno. Por única ocasión, los procesos electorales ordinarios federales y locales correspondientes a las elecciones respectivas que tendrán lugar el primer domingo de junio del año 2015 iniciarán en la primera semana del mes de octubre del año 2014. Para tal efecto el Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprobará los ajustes necesarios a los plazos establecidos en la presente Ley.


(…)


Décimo Primero. Las elecciones ordinarias federales y locales que se verifiquen en el año 2018 se llevarán a cabo el primer domingo de julio.”


�En términos de la constancia de resultados de la última elección ordinaria de diputados al Congreso del Estado de Hidalgo celebrada en dos mil trece, se advierte que los treinta diputados integrantes del órgano legislativo local fueron electos para el periodo comprendido del cinco de septiembre de dos mil trece al cuatro de septiembre de dos mil dieciséis, por lo que las próximas elecciones de Diputados al Congreso del Estado se llevarán a cabo el primer domingo de julio de dos mil dieciséis.


El documento puede consultarse en la página de internet del Instituto Electoral del Estado de Hidalgo: � HYPERLINK "http://ieehidalgo.org.mx/2013_dip/pdf/diputados.PDF" �http://ieehidalgo.org.mx/2013_dip/pdf/diputados.PDF�





Por otra parte, según se desprende de la copia certificada de la constancia de mayoría que acredita a José Francisco Olvera Ruíz como Gobernador Constitucional del Estado de Hidalgo, dicho funcionario fue electo para desempeñar su encargo durante el periodo comprendido en del primero de abril de dos mil once al cuatro de septiembre de dos mil dieciséis, por lo que las próximas elecciones de Gobernador del Estado de Hidalgo se celebrarán el primer domingo de julio de dos mil dieciséis (foja 503 del expediente principal). Lo anterior también se corrobora con el artículo séptimo transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Local de seis de octubre de dos mil nueve que dispone que: “Séptimo.- El Gobernador que resulte electo el primer domingo de julio de 2010, iniciará su ejercicio constitucional el primero de abril de 2011 y lo concluirá el 4 de septiembre de 2016.”


Por último, según se desprende de la constancia de resultados de la elección ordinaria de Ayuntamientos en el Estado de Hidalgo celebrada en dos mil doce, se advierte que los miembros de los ayuntamientos de esa entidad federativa –salvo los de los Municipios de Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y de Xochicoatlan– fueron electos para el periodo dos mil doce-dos mil dieciséis, por lo que las próximas elecciones de Diputados al Congreso del Estado se llevarán a cabo el primer domingo de julio de dos mil dieciséis. Respecto de los dos municipios mencionados, se celebraron elecciones extraordinarias en dos mil doce, los cuales en términos de la constancia de resultados respectiva fueron electos para la conclusión del mismo periodo que el resto de los Ayuntamientos, por lo que la próxima elección se celebrará en la misma fecha para todos los Ayuntamientos del Estado de Hidalgo. Lo anterior también se corrobora con el artículo noveno transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Local de seis de octubre de dos mil nueve que dispone que: “Noveno.- Los integrantes de los Ayuntamientos electos el primer domingo de julio de 2011 tomarán posesión de su encargo el 16 de enero del año 2012 y lo concluirán el 4 de septiembre de 2016.”


Los documentos pueden consultarse en la página de internet del Instituto Electoral del Estado de Hidalgo:


 � HYPERLINK "http://www.ieehidalgo.org.mx/ayu2011/planillas_ganadoras.pdf" �http://www.ieehidalgo.org.mx/ayu2011/planillas_ganadoras.pdf�  http://www.ieehidalgo.org.mx/2012/planie2012.pdf


� CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE HIDALGO


“(REFORMADO, P.O. 6 DE OCTUBRE DE 2009)


Artículo 36. El Congreso se renovará en su totalidad cada tres años, mediante elección que se celebrará el primer domingo de julio del año que corresponda, debiendo tomar posesión de su cargo los integrantes de la nueva Legislatura, el cinco de septiembre del año de la elección.”


“(REFORMADO, P.O. 6 DE OCTUBRE DE 2009)


Artículo 61. Se deposita el ejercicio del Poder Ejecutivo en un ciudadano que se denominará Gobernador Constitucional del Estado de Hidalgo, quien será electo en jornada comicial que se celebrará el primer domingo de julio del año que corresponda, durará en su encargo 6 años, deberá tomar posesión el cinco de septiembre del año de la elección y nunca podrá ser reelecto.”


“(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 21 DE MARZO DE 2011)


Artículo 127. Los Ayuntamientos serán electos por sufragio directo, libre y secreto, en jornada comicial que se celebrará el primer domingo de julio del año que corresponda. Durarán en su encargo cuatro años y tomarán posesión el cinco de septiembre del año de la elección.”


LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE HIDALGO


“(REFORMADO, P.O. 25 DE ABRIL DE 2011)


Artículo 17.- Las elecciones ordinarias de Ayuntamientos se celebrarán cada cuatro años, la de Diputados cada tres años y la de Gobernador cada seis, el primer domingo de julio del año que corresponda. Los electos tomarán posesión de sus cargos el día cinco de septiembre del año de la elección.”


� “Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


(…)


II. (…)


Las Constituciones estatales deberán establecer la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los Estados, hasta por cuatro periodos consecutivos. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. 


(…)”


“Artículo 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.


Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.


(…)”.


� “(REFORMADO, P.O. 16 DE ENERO DE 1987)


Artículo 33. Los Diputados al Congreso del Estado, no podrán ser reelectos para la Legislatura siguiente. Los Suplentes podrán ser electos para la Legislatura inmediata, con el carácter de Propietarios, siempre que no hubiesen estado en ejercicio durante la última Legislatura, pero los Diputados Propietarios no podrán serlo en la Legislatura subsecuente con el carácter de Suplentes.”


� “(REFORMADO Y REUBICADO, P.O. 26 DE FEBRERO DE 2001)


Artículo 125. Los presidentes municipales, síndicos y regidores de los ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, no podrán ser reelectos para el periodo inmediato.


Las personas que por elección indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que les dé, no podrán ser electas para el periodo inmediato. Todos los funcionarios antes mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero los que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo inmediato como propietarios, a menos que hayan estado en ejercicio.”


�“Artículo 127. Los Ayuntamientos serán electos por sufragio directo, libre y secreto, en jornada comicial que se celebrará el primer domingo de julio del año que corresponda. Durarán en su encargo cuatro años y tomarán posesión el cinco de septiembre del año de la elección.


(…).”


�“Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.


La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:


(…)


II. (…)


El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada elección, se compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las de carácter específico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley:


a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. (…)”


�“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


(…)


IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:


(…)


g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes;


(…)”


�“Artículo 52.


1. Para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate.


2. Las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos que cumplan con lo previsto en el párrafo anterior se establecerán en las legislaciones locales respectivas.”


�“Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.


La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:


(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)


I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden.


(REFORMADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)


Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales. Sólo los ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas (sic) la intervención de organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa.


(…)”


� Resueltas el veintinueve de septiembre de dos mil catorce.


� Resueltas el dos de octubre de dos mil catorce


� Así fue como se planteó en el Pleno de la Cámara de Senadores la inclusión del principio de paridad en el artículo 41 fracción I constitucional: “…Quiero recordar que en la legislatura pasada, cuando se discutía la reforma política anterior, que inscribió reformas importantes en materia de cartas ciudadanas, no pudimos lograr mujeres de todos los partidos políticos y de diversas tendencias, también mujeres que no pertenecen a partidos políticos, destacadas empresarias, profesionales, profesionistas en distintos ámbitos y áreas, que llegamos al Senado de la República, en ese entonces, para solicitarles que no podía haber una reforma política que no tomara consideración de la inclusión de la igualdad sustantiva. Y de manera particular, mencionamos que un avance trascendental era incluir el mecanismo de igualdad, que es la paridad. Es decir, que hombres y mujeres nos reconozcamos como pares. Que en las decisiones políticas fuésemos consideradas en igualdad de condiciones con los señores.” Discusión en el Pleno del Senado de la República del dictamen sobre modificaciones constitucionales en materia político-electoral el día 3 de diciembre de 2013. La inclusión del principio de paridad no estaba contenida en el dictamen, fue propuesta y votada en el Pleno en esta misma fecha. 


� Rey Martínez, Fernando. “El derecho fundamental a no ser discriminado por razón de sexo”. México, CONAPRED, 2005, p. 28. 


�Alexy, Robert. “Teoría de los Derechos Fundamentales”. Centro de Estudios Constitucionales. Madrid, 1997, p. 83.


� Esto se encuentra reflejado en la tesis de rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS MODALIDADES CONCEPTUALES.” 


[TA]; 10ª Época; Primera Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro 3; Tomo I; Febrero de 2014; p. 645; 1a. XLIV/2014 (10a). 


� De acuerdo con los estudios publicados por ese instituto: “Mujeres y hombres en México 2013” y “Mujeres y hombres en México 2010”, el crecimiento en la participación de la mujer en las dos cámaras que integran el Congreso General ha sido lento, en 1964 había un 3.4% de senadoras, mientras que para 2006 el porcentaje había llegado al 20.3% y en 2013 al 33.6%. Por lo que hace a la Cámara de Diputados, la proporción creció significativamente, entre 1952 en que hubo un 0.6% y 2013, en que se llega al 36.8%.


� “Artículo 219.


1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados como de senadores que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, deberán integrarse con al menos el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de un mismo género, procurando llegar a la paridad.


2. Quedan exceptuadas de esta disposición las candidaturas de mayoría relativa que sean resultado de un proceso de elección democrático, conforme a los estatutos de cada partido.”


� Entre 2006 y 2009 creció el número de candidatas postuladas para la Cámara baja: pasó de 840 a 1646 candidatas. Sin embargo, en 2006 fueron electas tan sólo 113 diputadas y en 2009, 140. En la Cámara de Senadores la relación de candidaturas efectivas fue también baja: en 2006 se presentaron 156 candidatas propietarias de las cuales tan sólo 21 resultaron electas.


� Cfr. “Protocolo para Juzgar con perspectiva de género. Haciendo realidad el derecho a la igualdad”. Suprema Corte de Justicia de la Nación. México, 2013. Página 37. El protocolo cita en concreto la obra “Scales of Justice. Reimagining Political Space in a Globalizing World”  de Nancy Fraser, editada por el Columbia Univerity Press, enero de 2009. 


� Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párrafos 148 y 154.


� El Decreto de promulgación se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 1981, y entró en vigor el 3 de septiembre de 1981.


� “Artículo 7.


Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizando, en igualdad de condiciones con los hombres el derecho a:


a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;


b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales;


c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país.”


� “8. En opinión del Comité, un enfoque jurídico o programático puramente formal, no es suficiente para lograr la igualdad de facto con el hombre, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva. Además, la Convención requiere que la mujer tenga las mismas oportunidades desde un primer momento y que disponga de un entorno que le permita conseguir la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar a la mujer un trato idéntico al del hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado. En ciertas circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico de mujeres y hombres para equilibrar esas diferencias. El logro del objetivo de la igualdad sustantiva también exige una estrategia eficaz encaminada a corregir la representación insuficiente de la mujer y una redistribución de los recursos y el poder entre el hombre y la mujer. 


9. La igualdad de resultados es la culminación lógica de la igualdad sustantiva o de facto. Estos resultados pueden ser de carácter cuantitativo o cualitativo, es decir que pueden manifestarse en que, en diferentes campos, las mujeres disfrutan de derechos en proporciones casi iguales que los hombres, en que tienen los mismos niveles de ingresos, en que hay igualdad en la adopción de decisiones y la influencia política y en que la mujer vive libre de actos de violencia.”


�“Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


(…)


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


(…)


Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales.


(…)”
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